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Ministerio de Trabajo y otra
Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que decidí salvar el voto frente a la sentencia que por mayoría se aprobó, de fecha 2 de mayo del año en curso, en el proceso de la referencia.
1º A mi juicio, el amparo solicitudado ha debido concederse porque la Directora de Riesgos Laborales del Ministerio de Trabajo   desconoció el derecho al debido proceso de que es titular la accionante, con la expedición de la Resolución No. 0455 del 10 de febrero de este año, al revocar de manera directa, de oficio, la Resolución No. 00141 del 9 de abril de 2015, por medio de la cual el Director Territorial Risaralda del mismo ministerio, sancionó a la empresa Whirpool Colombia SAS con multa equivalente a 300 salarios mínimos a favor del Fondo de Riesgos Laborales, a raíz de la queja que en su contra formuló la señora Claudia Patricia Duque Montoya.

El artículo 97 del CPACA, dice: “Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular.

Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

Si la Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos lo demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez su suspensión provisional.

Parágrafo. En el trámite de la revocación directa se garantizarán los derechos de audiencia y defensa.”

La Directora de Riesgos Laborales de la Oficina del Trabajo no estaba facultada por el ordenamiento jurídico, para revocar de manera directa esa resolución por las siguientes razones:
1.1 No se encontraba en firme; el expediente llegó a su despacho para desatar el recurso de apelación que contra ella interpuso la empresa sancionada y por ende, tampoco obtuvo el consentimiento de la entidad a cuyo favor se impuso la condena, el que es indispensable cuando se trata de actos de carácter particular y concreto; de no obtenerlo, corresponde a la administración demandar su propio acto, de considerarlo contrario a la constitución o a la ley o si estima que se produjo por medio de actos ilegales o fraudulentos. Así lo ha explicado la Corte Constitucional: 
“Como marco general, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 93, señala que los actos administrativos deberán ser revocados por las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus inmediatos superiores jerárquicos o funcionales, de oficio o a solicitud de parte, mediante la figura de la revocatoria  directa... A su vez, el mismo estatuto limita el ámbito de aplicación de la revocatoria directa  ya que, salvo excepción legislativa especial, la misma no puede proceder sin el consentimiento previo, expreso y escrito del titular de derecho. Si este se niega a consentir dicha revocatoria, la administración por regla general debe acudir al contencioso y, si considera que el acto ocurrió por medios ilegales y fraudulentos lo deberá demandar sin agotar el mecanismo de la conciliación solicitándole al juez su suspensión provisional.

28. Ahora bien, resulta oportuno advertir que la Ley 797 de 2003  le otorga a la administración una herramienta clara, y que constituye una excepción a la regla general antes reseñada, en la medida en que permite que los representantes legales de las instituciones de Seguridad Social, o quienes como la UGPP responden por el pago de prestaciones económicas, verifiquen el cumplimiento de los requisitos para la adquisición del derecho y la legalidad de los documentos que sirvieron de soporte para obtener el reconocimiento y pago de la suma periódica a cargo del tesoro público cuando quiera que existan motivos que hagan suponer que la pensión se otorgó de manera indebida. Si se llega a comprobar que el incumplimiento de los requisitos o que el reconocimiento de reajuste se hizo con base en documentación falsa, se puede proceder con la revocatoria directa  del acto administrativo aún sin el consentimiento del particular además de compulsar copias a las autoridades competentes…”

1.2 No se ha configurado en este caso ninguna de las causales previstas por la ley para revocar de manera directa el acto administrativo de que se trata, pues aunque adujo la funcionaria demandada que resultaba contrario a la constitución o a la ley, lo cierto es que lo fundamentó en la falta de notificación del auto sobre la existencia de méritos para formular cargos, que no está siquiera prevista en la ley como causal de nulidad. Por ende, no puede decirse que se haya producido aquel hecho, como pasa a explicarse.
Las causales de nulidad está previstas en la ley; la constitución solo consagra una en el artículo 29, relacionada con la prueba obtenida con violación al debido proceso que no tiene aplicación en este caso. De manera concreta el artículo 208 del CPACA dice que con causales de nulidad en todos los procesos las señaladas en el Código de Procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso, y dentro de ellas, la falta de notificación, que fue en la que se apoyó la funcionaria tantas veces citada, solo genera el vicio cuando se omite hacerlo respecto del auto que admite una demanda de acuerdo con el artículo 133, el que además enseña que cuando se advierta que se ha dejado de notificar una providencia distinta, el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en ese código.

Puede decirse entonces que en este caso la nulidad por falta de notificación se hubiese producido en caso de haberse omitido respecto de aquella que corrió cargos a la entidad que a la postre resultó sancionada. Sin embargo, de haberse incurrido en esa causal de invalidez, el vicio se saneó de acuerdo con el numeral 1º del artículo 136, porque esa empresa actuó en el proceso sin alegarla y de manera concreta se pronunció sobre los cargos que se le formularon.

1.3 La actuación llegó al conocimiento de la funcionaria referida para desatar un recurso de apelación y lo que se hizo fue revocar de manera directa la resolución multicitada, entre otras, a espaldas de quien formuló la queja que dio lugar a la sanción impuesta, sin que se le hubiesen garantizado los derechos de audiencia y de defensa, de acuerdo con el parágrafo del artículo 97 arriba transcrito.
2º De otro lado, tampoco comparto la decisión de mis compañeros de Sala en cuanto consideran que la tutela resulta improcedente porque la actora cuenta con otro medio de defensa judicial y por tanto, debe acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, afirmación que hago porque la acción propuesta está próxima a caducar de acuerdo con el artículo 52 del CPACA, según el cual: “Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la facultad que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto administrativo que impone la sanción debe haber sido expedido y notificado…” 
En este caso, aunque se desconoce la fecha hasta la cual se produjeron los hechos que dieron lugar a la queja, esta se formuló el 8 de octubre de 2014
, lo que traduce que faltan menos de seis  meses para que caduque la acción, motivo por el cual, estimo, ese medio de defensa judicial, en el caso concreto, no resulta idóneo para proteger el derecho al debido proceso que resultó vulnerado.

Por esa misma razón, tampoco comparto el argumento que contiene la sentencia, en cuanto dice que como la Directora de Riesgos Laborales del Ministerio del Trabajo no puso fin al proceso, porque ordenó iniciar una nueva averiguación, no está la actora frente a un perjuicio irremediable, pues, reitero, está a punto de producirse la caducidad de la acción y no puede garantizarse que en ese plazo, pueda producirse una decisión en primera instancia.

3º Por último, estimo que tampoco han debido revocarse de manera directa los demás actos administrativos a que se refiere la providencia censurada, por lo que he expuesto a lo largo de este documento y porque a ello ha debido procederse solo en el evento de haberse configurado una causal de nulidad que no se pudiere sanear.
Pereira, mayo 4 de 2017
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  
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